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REGISTROS DE MOROSOS  

Las inclusiones ilegítimas en registros de morosos pueden dar 
lugar a una indemnización por daños morales.  

STS, Sala de lo Civil, núm. 592/2021, de 9 de septiembre de 2021, recurso: 2462/2020. 
Ponente: Excmo. Sr. D. Antonio Garcia Martinez. 

Falta de motivación – Derecho al honor – Indemnización por daños morales 
(sinopsis de Fernando Zunzunegui y Andrea Goncé) 

Falta de motivación “[…]El motivo único de este recurso, cuyo contenido está 
estrechamente relacionado con él del recurso de casación, denuncia la infracción de las normas 
procesales reguladoras de la sentencia por falta de motivación. […] La STC 38/2018, de 23 de 
abril, dice que "[e]l derecho a obtener una resolución judicial motivada [...], según la doctrina 
constitucional, presenta varias manifestaciones. Supone, en primer lugar, que la resolución ha 
de estar suficientemente motivada, es decir, contener los elementos y razones de juicio que 
permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fundamentan la decisión; y, en 
segundo lugar, que la motivación debe contener una fundamentación en Derecho, lo que 
conlleva la garantía de que la decisión no sea consecuencia de una aplicación arbitraria de la 
legalidad, ni resulte manifiestamente irrazonada o irrazonable, incursa en un error patente o 
en una evidente contradicción entre los fundamentos jurídicos, o entre éstos y el fallo, ya que, 
en tal caso, la aplicación de la legalidad sería tan sólo una mera apariencia. Esto es, que no 
puede considerarse cumplida esta exigencia de fundamentación jurídica con la mera emisión 
de una declaración de voluntad en un sentido u otro, sino que la decisión adoptada debe ser 
consecuencia de una exégesis racional del ordenamiento y no fruto de la arbitrariedad. No 
basta, pues, con una apariencia de motivación; además es preciso que la misma tenga 
contenido jurídico y no resulte arbitraria, de tal modo que una resolución judicial podrá 
tacharse de arbitraria cuando, aun constatada la existencia formal de una argumentación, la 
misma no sea expresión de la administración de justicia, sino simple apariencia de la misma, 
por ser fruto de un mero voluntarismo judicial o de un proceso deductivo irracional o absurdo. 
[…] La sentencia recurrida considera "evidente" que el requerimiento previo de pago y la 
advertencia de la inclusión en ficheros de morosos se hizo por la entidad apelada, pues 
"[c]onsta en el documento nº 2 de su contestación (folio 24) debidamente recepcionado por el 
apelante, y en el que textualmente se hizo constar: "Le notificamos que si en el plazo máximo 
(sic) de 10 días la deuda no ha sido liquidada, procederemos a iniciar las acciones judiciales 
correspondientes sin perjuicio de poder informar sus datos a ficheros de solvencia 
patrimonial." […] Sin embargo, lo que no cabe deducir (ni inferir siquiera) simplemente a 
partir de dicho documento es que el burofax fuera entregado antes de incluirse los datos del 
Sr. Diego en los ficheros de información sobre solvencia patrimonial y crédito en los que 
figuran. […] Pero es que, además, como señala el fiscal, la documentación obrante en las 
actuaciones (documentos núms. 2 y 3 de la demanda) pone de manifiesto que la fecha de alta 
en el registro ASNEF fue el 13 de julio de 2015 y en el registro de EXPERIAN el 5 de julio de 
2015, lo que revela que la entrega del burofax, considerada la fecha en la que tuvo lugar, el 18 
de agosto de 2015, fue realizada más de un mes después de las altas. Y, por lo tanto, que el 
requerimiento de pago al Sr. Diego no fue previo, sino posterior a la inclusión de sus datos en 
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los ficheros de información de solvencia patrimonial y crédito. Lo anterior ha sido 
desconsiderado por completo por la sentencia recurrida, pese a la clara y precisa exposición 
realizada sobre ello en el recurso de apelación, que, en este extremo, y desde el punto de vista 
de la motivación, es decir, y como antes consignábamos, de la argumentación, de la exposición 
de razones o consideraciones en orden a justificar la decisión, no ha recibido respuesta alguna, 
más allá de una declaración desestimatoria constitutiva de una decisión falta de una verdadera 
motivación. En conclusión, el motivo debe ser acogido y el recurso extraordinario por 
infracción procesal estimado, lo que determina, de conformidad con lo dispuesto por la regla 
7.ª de la disposición final 16.ª LEC, que debamos dictar nueva sentencia, teniendo en cuenta 
lo que se ha alegado como fundamento del recurso de casación. […] ”  

Derecho al honor “[…] El motivo único de casación denuncia la infracción de los arts. 38.1 
y 39 RLOPD y, consecuentemente, del art. 9.3 de la LO 1/1982, de 5 de mayo, de protección 
civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Se alega la 
vulneración del derecho al honor del demandante con causación de daño moral que se valora 
en la cantidad de 7.000 € al haberse incluido sus datos en los ficheros de información sobre 
solvencia patrimonial y crédito BADEXCUG/Experian y ASNEF/Equifax sin que se hubiera 
llevado a cabo el requerimiento previo de pago establecido como requisito para su inclusión, 
pues, si bien la demandada envió un burofax que fue recepcionado por el actor, lo hizo un mes 
más tarde al hecho de haberle incluido en los ficheros, con lo que dicho requerimiento no 
puede ser calificado de previo, sino de posterior. También se aduce que la cantidad por la que 
se requiere al actor en el burofax no es coincidente con la de las inclusiones ya existentes para 
cuando tal burofax llega a su poder. En la sentencia 245/2019, de 25 de abril, dijimos, en 
relación con la trascendencia del requisito del previo requerimiento de pago con advertencia 
de inclusión en un registro de morosos, lo siguiente: "1.- La atribución a una persona de la 
condición de "moroso", y la comunicación de esta circunstancia a terceras personas, afecta al 
honor de la persona a la que se realiza la imputación, porque existe una valoración social 
negativa de las personas incluidas en estos registros y porque la imputación de ser "moroso" 
lesiona la dignidad de la persona, menoscaba su fama y atenta a su propia estimación. Así lo 
venimos afirmando desde la sentencia 284/2009, de 24 de abril, del pleno de la sala”. "2.- El 
art. 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, sobre protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen [...], prevé que "no se apreciará la existencia de 
intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere expresamente autorizada por 
Ley...". De ahí que la actuación "autorizada por la ley" excluya la ilegitimidad de la afectación 
del derecho al honor provocada por la comunicación de los datos personales del supuesto 
"moroso" a un fichero sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias. "3.- El cumplimiento 
de la normativa que regula la protección de datos de carácter personal es, por tanto, 
determinante para decidir si, en el caso de inclusión de los datos de una persona física en un 
registro de morosos, la afectación del derecho al honor constituye o no una intromisión 
ilegítima. Si el tratamiento de los datos ha sido acorde con las exigencias de dicha legislación 
(es decir, si el afectado ha sido incluido correctamente en el registro de morosos), no puede 
considerarse que se haya producido una intromisión ilegítima porque la afectación del honor 
estaría "expresamente autorizada por la Ley". […] "8.- No es, por tanto, correcta la falta 
de trascendencia que, respecto de la acción de protección del honor ejercitada, la 
sentencia recurrida ha atribuido al incumplimiento del requisito establecido en 
los arts. 38.1.c y 39 del Reglamento, consistente en que, para incluir en estos 
ficheros de morosos los datos de carácter personal determinantes para enjuiciar 
la solvencia económica del afectado, es preciso que previamente se haya 
requerido de pago al deudor y se le haya informado que, de no producirse el pago, 
los datos relativos al impago podrán ser comunicados al registro de morosos. Ni 
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es correcto afirmar que la vulneración del derecho al honor se produce exclusivamente cuando 
se comunican al registro de morosos los datos relativos a una deuda inexistente, por cuanto 
que, como hemos declarado reiteradamente, los ficheros automatizados del art. 29 LOPD no 
son meros registros de deudas. […] Así las cosas, queda claro que no concurrían los requisitos 
necesarios para la inclusión de los datos del Sr. Diego en los tan repetidos ficheros y, por lo 
tanto, que la infracción de los arts. 38 y 39 RLOPD que denuncia el motivo ha tenido lugar, por 
lo que procede acogerlo y estimar el recurso de casación al haberse producido una intromisión 
en su derecho al honor no autorizada por la ley. […]” [Énfasis añadida] 

Indemnización por daños morales “[…] En la sentencia 130/2020, de 27 de febrero, 
dijimos: "[E]sta sala ha declarado en STS de 5 de junio de 2014, rec. núm. 3303/2012, que 
dada la presunción iuris et de iure, esto es, no susceptible de prueba en contrario, de existencia 
de perjuicio indemnizable, el hecho de que la valoración del daño moral no pueda obtenerse 
de una prueba objetiva no excusa ni imposibilita legalmente a los tribunales para fijar su 
cuantificación […]. Se trata, por tanto, "de una valoración estimativa, que en el caso de daños 
morales derivados de la vulneración de un derecho fundamental del art. 18.1 de la 
Constitución, ha de atender a los parámetros previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, 
de acuerdo con la incidencia que en cada caso tengan las circunstancias relevantes para la 
aplicación de tales parámetros, utilizando criterios de prudente arbitrio". […] “La inclusión de 
los datos de una persona en un registro de morosos sin cumplirse los requisitos establecidos 
por la LORD, sería indemnizable en primer lugar la afectación a la dignidad en su aspecto 
interno o subjetivo, y en el externo u objetivo relativo a la consideración de las demás personas. 
[…]. En la sentencia 245/2019, de 25 de abril, señalamos, de forma más reducida: […] "5.- Son 
elementos a tomar en consideración para fijar la indemnización el tiempo que el demandante 
ha permanecido incluido como moroso en el fichero, la difusión que han tenido estos datos 
mediante su comunicación a quienes lo han consultado, y el quebranto y la angustia producida 
por el proceso más o menos complicado que haya tenido que seguir el afectado para la 
rectificación o cancelación de los datos incorrectamente tratados". […] Consideradas las 
anteriores circunstancias, así como la inconveniencia de fijar en estos supuestos 
indemnizaciones simbólicas que podrían provocar […] efectos disuasorios 
inversos, y teniendo también en cuenta, por un lado, que la indemnización de 
7.000 € por daño moral que es objeto de solicitud no resulta desajustada a las 
que hemos reconocido en este tipo de casos […] y, por otro lado, que no cabe 
asumir lo que la demanda alega en este punto, a saber, que falta la prueba del 
daño y/o perjuicio y que el Sr. Diego no ha podido verse sorprendido por la 
inclusión de sus datos en los ficheros de morosos, dado que basta la inclusión 
indebida en el fichero para que se produzca la intromisión ilegítima (sentencia 
226/2012, de 9 de abril, que cita la del pleno de 24 de abril de 2009), y esta basta, 
a su vez, para que la existencia del perjuicio que da derecho a indemnización, la 
que se extiende al daño moral, se presuma iuris et de iure, y, de otra parte, no 
cabe convertir al Sr. Diego en responsable de los incumplimientos de la 
demandada, que, repetimos, solo cuando actúa autorizada por la ley, puede ver 
excluida la ilegitimidad de la afectación del derecho al honor provocada por la 
comunicación de los datos personales del supuesto "moroso" a un fichero sobre 
incumplimiento de obligaciones dineraria; por todas estas circunstancias, 
decimos, consideramos procedente la concesión de una indemnización por daño 
moral en la cuantía reclamada de 7.000 € […].” [Énfasis añadido] 

Texto completo de la sentencia 
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